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Corte Constitucional
	 
          

     COMUNICADO No. 19
        Mayo 15 y 16 de 2013
 


La Corte determinó que no se configuran las causales de nulidad de la sentencia T-511/11 invocadas por los solicitantes
	     IV.  INCIDENTE DE NULIDAD DE LA SENTENCIA T-511/11   

            AUTO 097/13   (Mayo 16)

            M.P. Jorge Iván Palacio Palacio 



La Sala Plena de la Corte Constitucional negó la solicitud de nulidad de la sentencia T-511 de 2011 proferida por la Sala Quinta de Revisión, presentada por los magistrados Gustavo Eduardo Gómez Aranguren, Mauricio Fajardo Gómez y Gustavo Gil Botero.
En el fallo cuya validez se cuestiona, la Corte Constitucional consideró que no había existido un defecto orgánico, pero sí un defecto sustantivo en la providencia de la Sección Tercera del Consejo de Estado, al decidir el recurso de anulación contra un laudo arbitral, mediante la cual se declaró oficiosamente la “inexistencia jurídica” de la cláusula compromisoria contenida en el contrato de obra UEL-SED-04-131/00/03 entre la Unión Temporal MAVIG-DEPRECON y al Secretaría de Educación Distrital, en detrimento de los derechos al debido proceso y acceso efectivo a la administración de justicia. En efecto, a pesar de las –eventuales- deficiencias de redacción y precisión de la cláusula, lo cierto es que a la luz de los principios de hermenéutica contractual y de la conducta desplegada por las partes, se contaba con los elementos de juicio suficientes para acreditar, en grado de certeza, la voluntad libre e inequívoca de las partes de someterse a la decisión un tribunal de Arbitramento, de manera que la cláusula sí cumplía los requisitos para nacer a la vida jurídica y tener plenos efectos, como finalmente ocurrió. 
En relación con el argumento esgrimido por los solicitantes respecto de la violación grave y transcendental del derecho fundamental al debido proceso, por la supuesta conculcación del principio/derecho constitucional al juez natural, la Sala Plena concluyó que la Sala Quinta de Revisión de Tutelas al dictar la sentencia de reemplazo o sustitución de la providencia del Consejo de Estado, que se deja sin efecto en la sentencia T-511/11: (a) siguió los precedentes que existen en esta materia en la jurisprudencia de la Corte, aplicándolos de manera expresa y directa; (b)  contó con los elementos razonables para llegar a la conclusión de que se había configurado un defecto sustantivo en la decisión adoptada por la Sección Tercera del Consejo de Estado y (c) obró con el objetivo de garantizar de manera efectiva y oportuna, los derechos fundamentales que se evidenciaron violados por parte del Consejo de Estado. 
En cuanto a la causal de violación grave y transcendental del derecho fundamental al debido proceso, por el supuesto desconocimiento absoluto del régimen probatorio, por proferir la sentencia T-511 de 2011, sin soporte probatorio alguno, la Corte concluyó que: (a) los peticionarios pretenden reabrir debates que se ventilaron durante el trámite del proceso de tutela; (b)  los argumentos presentados por los interesados a este respecto, desconocen el carácter único del trámite de los procesos públicos y constitucionales de tutela, en cuanto a la aplicación de los principios de buena fe e informalidad que caracterizan dicha acción y (c) en todo caso, las objeciones son de carácter puramente formal y no apuntan a que, por ejemplo, los medios probatorios fundamento de la decisión contenida en la sentencia T-511 de 2011 fueran falsos y, por ende, se hubiese forzado a la Sala Quinta de Revisión a un error.

Respecto del presunto desconocimiento de la cosa juzgada constitucional derivado de la inobservancia de los efectos del dallo C-543 de 1992, la Corte determinó que no procedía la declaratoria de nulidad, porque: (a)  la solicitud presentada pretende reabrir debates en cuanto al fondo de la sentencia T-511 de 2011 y (b) la petición de anulación parte de una interpretación absolutamente errónea de los efectos de la sentencia C-543 de 1991. 
Finalmente, en materia del supuesto desconocimiento de la cosa juzgada constitucional derivado de la inobservancia de los requisitos que para la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales ha fijado y desarrollado la jurisprudencia de la Corte Constitucional, a partir del fallo C-590 de 2005, consideró que este argumento no prospera por cuanto: (a) los peticionarios buscan, mediante esta causal, controvertir argumentos resueltos, razonados y fundamentados en la sentencia T-511 de 2011 y (b) la providencia cuya nulidad se pide se fundamento precisamente en la doctrina contenida en la sentencia C-590 de 2005. 
· Salvamentos y aclaraciones de voto
Los magistrados Luis Guillermo Guerrero Pérez, Gabriel Eduardo Mendoza Martelo y Alberto Rojas Ríos manifestaron su salvamento de voto parcial en relación con la negativa a declarar la nulidad de la sentencia T-511 de 2011. Si bien encuentran que no se configuraban todas las causales de nulidad alegadas frente a la procedencia de la tutela contra una providencia judicial en la que de manera clara se incurrió en un defecto sustantivo, al desconocer en el caso concreto, la existencia de la cláusula compromisoria, también es cierto que la Corte ha debido limitarse a conceder la tutela y remitir al Consejo de Estado esta sentencia, con el fin de que la Sección Tercera dictara la providencia de reemplazo conforme a lo decidido por la Corte Constitucional, en protección de los derechos fundamentales conculcados con la actuación judicial. A su juicio, la Sala Plena ha debido anular parcialmente la sentencia T-511 de 2011 por cuanto el juez de tutela, al conferir el amparo constitucional ha debido limitarse a dejar sin efecto la providencia que adolece de un defecto sustantivo y deferir al Consejo de Estado –como juez natural del caso concreto-  la expedición de la decisión que la reemplaza. 
Para el magistrado Mendoza Martelo, si bien podrían resultar válidas las razones esbozadas por la Sala de Revisión para conceder el amparo deprecado, cree que era la Sala Plena la que, en definitiva, en aplicación del artículo 54 del Reglamento, la que estaba llamada a resolver el asunto, tratándose de un caso complejo en el que se cuestionaba la decisión de una Alta Corte en un conflicto propio de sus competencias ordinarias; como así ocurrió en los casos emblemáticos que se mencionaron en la discusión (Expediente T-2176281, Sentencia SU-448 de 2011 y Expediente T-2089121 AC., Sentencia SU-447 de 2011) en los que, a diferencia de lo que sucedió en esta oportunidad, el efecto de las decisiones obró en defensa del patrimonio público y del interés general que allí se encontraba subyacente.

La omisión de la preceptiva reglamentaria anotada, frente a las específicas particularidades del caso, ameritaba decretar la nulidad deprecada permitiendo que la Sala Plena  asumiera el rol que allí se le asignó a objeto de morigerar  en lo posible, el desgaste pernicioso que supone el denominado “choque de trenes” que fue precisamente la finalidad perseguida al establecer, en estos casos, la mentada competencia.  Por lo demás considero que no en todos los casos en los que procede la tutela contra una providencia judicial (concedida esta), puede el juez constitucional sustituir al juez ordinario competente en la adopción de la decisión de que se trate, menos aún, cuando hay trámites o actuaciones pendientes, previos a la providencia en torno a la cual gravita el conflicto, o esta es susceptible de recursos ordinarios o extraordinarios o de la posibilidad de cualquier otro tipo de reparos en el contexto de la actuación procesal ordinaria de que se trate, pues de cuajo se estarían haciendo nugatorias estas opciones.  De ahí la necesidad de que salvo casos extremos, la regla general sea respetar las competencias de los jueces ordinarios respecto de los asuntos que constitucional y legalmente le vienen asignados, máxime si se trata  de un juez que hace las veces de órgano de cierre.
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